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				Capítulo I

				Las reformas de la negociación colectiva: perspectiva general
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				Universidad de Sevilla

				I. Presentación

				A nadie debe extrañar que el proceso de cambios legislativos más intenso y acelerado de los treinta años de régimen laboral democrático, el producido en España entre 2009 y 2012, produjese una reforma de una de las instituciones más relevantes de éste, la negociación colectiva. Siquiera por la centralidad de esta institución en los ordenamientos laborales avanzados, una intervención del legislador laboral era esperable. Pero es que se daban además en España algunas circunstancias particulares que presagiaban ya que este cambio iba a producirse más temprano que tarde. De un lado, lo que podemos denominar «crítica crónica» a la negociación colectiva en nuestro país, que ha estado presente desde los mismos inicios de su desarrollo en un contexto libre y democrático; de otro, el impacto de los debates laborales surgidos como consecuencia de la tremenda crisis que vivimos como país, que se han centrado en gran medida en este aspecto de la regulación laboral. Por lo uno y por lo otro, eran éstas reformas anunciadas, pretendidas y esperadas.

				Lo extraño, quizás, haya sido el retraso con que estas modificaciones legales se han producido, en comparación con lo antiguo de muchas de estas críticas, y la gran cantidad de reacciones legislativas al entorno de crisis. Tiene su explicación. La negociación colectiva es especialmente difícil de retocar, por una serie de razones que iremos viendo. La presión del desempleo ha servido para empujar finalmente los cambios, pero no para generar consensos sobre éstos entre los operadores del mercado de trabajo. A falta de éstos, y en una institución considerada como propia por los interlocutores sociales, la imposición de nuevas reglas resulta complicada. En el Acuerdo Social Económico para el crecimiento, el empleo y la garantía de las pensiones», de febrero de 2011, nos recuerdan las organizaciones sindicales y empresariales más representativas del Estado que 

				la reforma que se propugna parte del principio de respeto a la autonomía de los interlocutores sociales para gestionar la negociación colectiva. 

				Si a ello se une la pretensión del Gobierno socialista, responsable político de este asunto durante gran parte de este período, de presentarse como una suerte de «reformador de último recurso», cuya intervención se pretende subsidiaria de un acuerdo de estos interlocutores en vía de diálogo social, el retraso estaba servido. 

				Por eso, entre otras causas, la crítica generalizada a nuestra negociación no se traduce en modificaciones de ésta. Contrastan, de este modo, las continuas llamadas a la renovación de nuestro modelo negocial con las dificultades que estos cambios han encontrado desde la entrada en vigor de la norma que la regula en nuestro régimen constitucional, el Estatuto de los Trabajadores. Las reformas de la negociación han sido hasta este período, en general, escasas, puntuales y normativamente débiles. Lo cual no quiere decir que no se hayan tocado los concretos preceptos estatutarios que se ocupan de aspectos particulares de los convenios y de su elaboración. Se han modificado, y muchas veces, sobre todo por la estrecha conexión que existe en nuestra legislación entre las normas sobre contrato de trabajo y las que se ocupan de los convenios. Pero en la mayoría de los casos se ha tratado del efecto reflejo de unos cambios en la regulación del contrato de trabajo; reformas laborales, si se quiere, con efectos de reforma parcial de la negociación.

				Tendríamos que remontarnos a 1994 para encontrar unos cambios del calado de los que ahora se presentan. Y esa reforma, la Reforma con mayúsculas, se produjo hace casi veinte años; su modelo de negociación ha estado vigente más tiempo de lo que estuvo el de la Ley 8/1980, al que sustituyó. La crisis que en su momento la justificó está olvidada; ha habido recuperación y nuevas recaídas, gobiernos progresistas y conservadores, acuerdos interconfederales y rupturas en el diálogo social. Las novedades que entonces se introdujeron han estado operativas, y han fracasado en gran medida. Y aún así hemos tenido que esperar hasta 2010, y hasta un contexto económico y político sin precedentes, para que llegara a iniciarse otra gran intervención reformadora en la negociación colectiva, culminada hasta el momento con el RD-Ley 3/2012.

				El objetivo de este estudio es reflexionar, en un plano general, sobre el proceso que ha llevado a los cambios en el régimen jurídico de la negociación colectiva que en este libro se estudian. No se prestará mucha atención a estos cambios en sí mismos, que serán analizados de forma monográfica en los concretos capítulos que siguen a éste. Pero sí se hará referencia a ellos como fundamento de las conclusiones y valoraciones que se hagan sobre el conjunto de normas aprobado durante este proceso, y en particular los dos Reales Decretos-Leyes 7/2011 y 3/2012.

				II. La crítica crónica a la negociación colectiva en España

				Como se ha dicho, la negociación colectiva es objeto en España de una crítica generalizada, que pone de manifiesto una insatisfacción en cuanto a los aspectos fundamentales de esta institución social. No gusta la estructura negocial, que se considera irracional, desarticulada y excesivamente fragmentada. No gustan los contenidos de los convenios, los cuales son considerados pobres, anticuados, y poco útiles para el momento actual. Finalmente, tampoco resulta satisfactorio el ritmo de cambio y de evolución del sistema, que es visto claramente insuficiente para permitir la adaptación de los convenios a las nuevas necesidades de las empresas y a las demandas sociales. En general se piensa que el mapa convencional exige demasiados esfuerzos negociadores para lograr un resultado que no cubre las exigencias ni de unos ni de otros.

				Este juicio negativo lo encontramos en una mayoría de los estudios sobre la realidad negocial española, tanto desde una perspectiva económica como jurídica. Lo encontramos también en las declaraciones y posiciones de los interlocutores sociales, que no dejan de abrir mesas de negociación para intentar diseñar estrategias de mejora. En algunos casos estas posturas críticas de los interlocutores sociales llegan a formularse en acuerdos interconfederales, que a la valoración negativa de la situación actual acompañan el diseño de un modelo alternativo de negociación colectiva para España. Así, para el Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colectiva 1997, 

				en nuestro país existen múltiples unidades de negociación colectiva concurrentes entre sí. La mayoría de las existentes reproducen las mismas materias que son objeto de negociación desde el ámbito mayor al menor, lo que contribuye a dotar a la negociación colectiva de una potencial complejidad ya que cada Convenio Colectivo no tiene por qué subordinarse al anterior o al de mayor ámbito, puede agotar todas las materias y no responde al criterio de especialidad.

				Este juicio contrario continuado puede ser calificado como «funcional», en cuanto se centra algunos aspectos concretos de nuestra realidad negocial. Son estos efectos disfuncionales los que producen una valoración negativa, que en momentos de crisis se ve especialmente potenciada: la estructura de la negociación, que incluye tanto un mapa negocial inadecuado, por el número y nivel de los convenios, como una falta de articulación entre ambos; los contenidos de los convenios; la inercia negocial, tanto en cuanto a la estructura como a los contenidos convencionales; la vigencia de los acuerdos, demasiado corta para algunas cosas, y demasiado prolongada en otras.

				Y es una crítica funcional porque a la identificación de estos aspectos negativos, respecto de los que existe un generalizado descontento, convive con un respeto también general, y con una voluntad de promocionarla y hacerla funcionar. La declaración de que no funciona se acompaña con manifestaciones de fe inquebrantable en su papel regulador central y en su condición de pilar fundamental del sistema de relaciones laborales. Como afirman los propios interlocutores sociales en el Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva de 2010, 

				la negociación colectiva es el espacio natural del ejercicio de la autonomía colectiva de las Organizaciones Empresariales y Sindicales y el ámbito apropiado para facilitar la capacidad de adaptación de las empresas, fijar las condiciones de trabajo y modelos que permitan mejorar la productividad, crear más riqueza, aumentar el empleo, mejorar su calidad y contribuir a la cohesión social.

				Ello por principio, claro está, pero no sólo. Es que a la situación actual se le ven también aspectos positivos: el índice de cobertura, muy satisfactorio en un país con escasa afiliación sindical; la conflictividad laboral, contenida durante mucho tiempo, hoy desbocada con la crisis; la seguridad jurídica para los operadores del mercado, que se benefician de una regulación paralegislativa del proceso negociador que asegura la publicidad de los productos negociales; la exclusión de los vacíos de cobertura durante los interregnos entre un convenio y el siguiente; la garantía de las unidades de negociación, evitando la competencia entre negociadores; la potencial amplitud de las materias a negociar, etc. Desde luego si no existieran esta valoración parcialmente positiva del modelo actual difícilmente podría explicarse su prolongada supervivencia.

				Junto a estos análisis críticos vamos a encontrar otros, mucho más minoritarios, y que conforman lo que podemos considerar como una crítica ontológica, a la totalidad, de la negociación colectiva española, que rechaza el modelo actual por completo, sobre la base de su origen y de sus presupuestos fundamentales. En ese sentido resultan suficientemente conocidas las críticas expresadas de manera continua y coherente por el profesor Durán López, que ha construido la que seguramente fue la revisión más completa y radical del modelo estatutario. Durán viene criticando la realidad negocial española comenzando a partir del marco normativo de la negociación, que diseña un modelo de estas y sobre todo de convenio colectivo completamente inaceptable. El convenio español, sin equivalencias en el derecho comparado, no responde a la verdadera naturaleza del acuerdo colectivo, que es la de contrato. Su extravagancia sólo se explica como un resto histórico del pseudoconvenio colectivo franquista, una norma administrativa elaborada en el seno del sindicato vertical que debió ser abandonada en cuanto se produjo la transición a un régimen democrático. Propone Durán una nueva regulación que deje al convenio sometido a un régimen jurídico más acorde a su verdadera naturaleza y origen; regulación que, además, evitaría muchas de las disfunciones de los convenios actuales sobre la gestión empresarial. 

				Lo cierto es que este tipo de análisis, de un alcance mucho mayor en sus conclusiones y propuestas, no ha sido común entre nosotros, al menos hasta la llegada de la crisis económica, que ha potenciado visiones más alternativas de la situación actual; camufladas en muchos casos como revisiones funcionales y puntuales. En condiciones normales se achacaba a nuestra negociación efectos muy negativos sobre la economía y las relaciones laborales españolas: la falta de incentivos a la afiliación y a la acción sindical, alejando a los trabajadores de sus organizaciones; la ausencia de los convenios de contenidos muy relevantes relativos a nuevos problemas sociales y empresariales; la inadecuación de lo pactado a las necesidades reales de trabajadores y empresarios; un efecto inflacionario muy marcado, que se traduce, entre otras cosas, en la pérdida de competitividad de nuestra economía; la incapacidad de las empresas de adaptarse a los cambios en la producción y en los mercados; la inadaptación a los nuevos sectores y las actividades emergentes, que tienen dificultades para poner en marcha un cuadro convencional propio y adaptado a sus necesidades… En un contexto de dificultades económicas como el presente, la percepción de estos efectos negativos se intensifica, porque negociación colectiva, crisis y paro son vinculados, como un aspecto más de la conexión —y culpabilización— del Derecho del Trabajo con la situación del empleo. 

				Durante la crisis las presiones reformadoras se intensificaron, como era previsible, y llegaron a hacer de esta cuestión la verdadera prioridad. Vistas las limitaciones de una reforma laboral en el sentido tradicional, que se produjo en el año 2010 con un alcance menor del esperado y unos efectos no tan intensos como se necesitaba, el paso siguiente era el de exigir cambios en la negociación; así se hizo en 2011, con el RD-Ley 7/2011. Antes de que esta norma llegara a implementarse plenamente, el cambio de Gobierno trajo otro cambio normativo que combinaba en una única norma ambos objetivos. De esta manera, entre una y otra, entre la reforma laboral y la de la negociación, existe así una conexión clara, que conviene no olvidar. Conexión que incluye unos mismos objetivos, un cierto reparto de funciones y un modelo de regulación común.

				Los interlocutores sociales fueron conscientes de estas presiones, y de la realidad de las carencias de nuestra realidad convencional. Por ello acordaron iniciar, tras la firma del AENC 2010-2012, un proceso de diálogo social dirigido a su renovación, identificando los aspectos prioritarios a abordar. Su compromiso es, también, un diagnóstico de la situación, afirmando que 

				las Organizaciones Empresariales y Sindicales reafirman su voluntad de abordar, entre otros, la definición de mecanismos de articulación de la negociación colectiva, su papel como procedimiento de fijación de las condiciones laborales y de determinación de las políticas de empleo, su capacidad de adaptación a las necesidades de los trabajadores, las empresas y sectores productivos y la mejora de la productividad, así como todos aquellos elementos e instrumentos que relacionados con los objetivos señalados configuran el actual sistema de negociación colectiva (ámbitos, sujetos, contenidos, etc.).

				El 2 de febrero todos los sujetos implicados en el proceso, Gobierno e interlocutores sociales, firmaron el Acuerdo Social y Económico para el crecimiento, el empleo y la garantía de las pensiones, que incluía como la tercera de sus partes un «Acuerdo bipartito entre las Organizaciones Sindicales y Empresariales sobre criterios básicos para la reforma de la negociación colectiva». En esta parte, bilateral por abordar unos temas, los relativos a la negociación, que los interlocutores sociales consideran como propios, se hace un nuevo diagnóstico de la situación y de las prioridades de actuación: 

				la negociación colectiva tiene problemas de estructura y de vertebración; de legitimación; de flexibilidad interna; de innovación y adaptación de contenidos; de gestión; de adecuación a las dificultades, entre otros. Para las Confederaciones Empresariales y Sindicales firmantes del presente Acuerdo, el sistema español de negociación colectiva debe hacer frente a la realidad empresarial y a la de los trabajadores. Para ello habrá que racionalizar y vertebrar mejor los convenios colectivos, potenciando asimismo la negociación colectiva en el ámbito de la empresa, lo que permitirá ampliar su eficiencia y destinatarios.

				Como las mismas organizaciones firmantes del ASE se cuidan de recordarnos, en documentos anteriores como la Declaración para el Diálogo Social de 2004 y la «Declaración para el impulso de la economía, el empleo, la competitividad y el progreso social» de 2008 ya se habían comprometido a acometer una modificación de la negociación colectiva española, partiendo de diagnósticos compartidos muy similares a los presentados en 2010 y 2011. Lo que es bueno, porque expresa su compromiso por los cambios; lo que es malo, porque demuestra su incapacidad para abordarlos.

				Este diálogo social no llegó a traducirse en un pacto global de modificación del marco negocial, a pesar de los numerosos acuerdos que sí hubo sobre la oportunidad de esta reforma. Había un alto grado de consenso sobre los problemas y los ámbitos en los que se debía intervenir; en las carencias del modelo y en la urgencia de afrontarlas. No se llegó a más. Pero fue suficiente para legitimar y dirigir la actuación del Gobierno socialista, que se apoyó para aprobar el RD-Ley 7/2011 en las conversaciones previas y en los diagnósticos coincidentes de los agentes sociales.

				El Gobierno socialista tuvo un papel muy relevante en este proceso de diálogo social, seguramente excesivo, porque llegó a condicionar su desarrollo alterando las expectativas de las partes y terminado por dificultar el acuerdo final. Para empezar, aportó su propio diagnóstico pesimista de nuestra realidad contractual, en el Documento «Líneas de actuación en el mercado de trabajo para su discusión con los interlocutores sociales en el marco del diálogo social», uno de los presentados a los interlocutores sociales en apoyo del proceso de diálogo social de 2010. En éste se afirma que 

				la negociación colectiva presenta problemas en España desde hace años, como son, sumariamente, los siguientes: 

				—la atomización de la negociación colectiva; 

				—la deficiente articulación entre los diferentes niveles de negociación (convenios sectoriales, territoriales y de empresa); 

				—la falta de cobertura por la negociación colectiva de una parte importante de los trabajadores (entre el 15 y el 25 por 100); 

				—los insuficientes contenidos de una mayoría de convenios colectivos, que se mantienen centrados casi exclusivamente en los aspectos de salarios y jornada y se ocupan escasamente de otras materias como la contratación o la flexibilidad interna; 

				—la dificultad de extensión de la negociación colectiva a nuevas realidades empresariales y a nuevas formas de organización del trabajo; 

				—y la dificultad de adaptar los convenios colectivos a las circunstancias de las empresas y los trabajadores. 

				Después, se involucró directamente en el proceso mediante la fijación de un plazo máximo para que el diálogo social diera resultados. Así lo hizo mediante la inclusión de una disposición adicional vigésima primera en la Ley 3/2010, en la que se afirmaba lo que sigue: 

				el Gobierno promoverá las iniciativas legislativas que correspondan para la reforma de la negociación colectiva en los términos que, en ejercicio de la autonomía colectiva, sean acordados y les sean requeridos por los interlocutores sociales en el proceso de negociación bipartita que actualmente desarrollan conforme a lo pactado en el Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva, 2010, 2011 y 2012. En defecto de acuerdo en el proceso de negociación bipartita, en un plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno, previa consulta con las organizaciones empresariales y sindicales, adoptará las iniciativas que correspondan para abordar, entre otros, la definición de mecanismos de articulación de la negociación colectiva, su papel como procedimiento de fijación de las condiciones laborales y de determinación de las políticas de empleo, su capacidad de adaptación a las necesidades de los trabajadores, las empresas y sectores productivos y la mejora de la productividad, así como todos aquellos elementos e instrumentos que relacionados con los objetivos señalados configuran el actual sistema de negociación colectiva. 

				Apoyo a los interlocutores sociales, pero aviso también a éstos: habría cambios con o sin acuerdo; y los temas sobre los que habría que tratar quedaban también claros. El camino de la reforma negociada quedaba abierto, pero debía discurrirse con celeridad y diligencia; la actualización del sistema no esperaría.

				La segunda fase de estos cambios se produce en el año 2012, sin más razón que el cambio en el Gobierno de España —puesto que no había habido plazo para testar la eficacia de las medidas adoptadas en 2011—. El Gobierno del Partido Popular lleva a cabo su propia reforma, que continúa y modifica las dos principales de su antecesor, las de 2010 y 2011, produciendo así una que es a la vez del Derecho del Trabajo y de la Negociación colectiva. Los tiempos fueron en esta fase muy distintos, mucho más cortos; y el papel del Gobierno resultó igualmente diferente, al no aportar al debate sus propios documentos y visiones. Tras un considerable esfuerzo negociador, el 25 de enero de 2012, la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa y las Confederaciones Sindicales de Comisiones Obreras y de la Unión General de Trabajadores firmaron el II Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2012, 2013 y 2014; acuerdo que, como es sabido, no sirvió para evitar que el Gobierno siguiera adelante con sus planes renovadores. Fue finalmente éste el que aprobó la pieza legislativa que corrigió la reforma socialista, aprobando en febrero de su primer año de gobierno un RD-Ley, el 3/2012, cuyo contenido excedió el de las medidas anteriores de este período y al que siguió la Ley 3/2012, que consolida estos cambios.

				Las visiones adversas y críticas del Gobierno y de los agentes sociales fueron acompañadas de otras muchas desde todo tipo de entidades y sensibilidades, con una censura cada vez mayor a medida que el diálogo social se complicaba y la situación económica empeoraba. Por citar una opinión que tuvo bastante eco en su momento, la de los llamados «Cien Economistas», nuestra negociación es «muy rígida, demasiado centralizada en algunos casos e insuficientemente coordinada en otros». Así lo expresaron en su documento «Propuesta para la reactivación laboral en España», que incluía un apartado específico «Para modernizar la negociación colectiva», con el siguiente tenor: 

				los agentes sociales firmaron un Acuerdo Interconfederal en 1997, en el que reconocían los problemas de excesiva centralización y descoordinación del sistema actual. Sin embargo, tras doce años no ha habido ningún avance. Por tanto, la estructura de los convenios sigue dificultando la adaptación de las condiciones de trabajo en las empresas a las necesidades productivas de cada momento y suponiendo un freno a los aumentos de la productividad. Sin cambios en la regulación que sustenta esa falta de avances, no será posible resolver las deficiencias de la negociación colectiva. En este sentido, una medida a considerar es que los acuerdos de empresa, ya sean convenios de empresa u otros acuerdos que se alcancen entre los empresarios y los comités de empresa o los delegados de personal, puedan prevalecer sobre los convenios de ámbito superior. Con la regulación actual, acuerdos como los que han alcanzado algunas grandes empresas para mantener el empleo solo son posibles bajo condiciones muy restrictivas.

				Otros muchos propusieron reformas en este campo: García Serrano, Malo y Pérez Infante; Sagardoy Bengoechea y Pérez Menayo; Pérez de los Cobos y Thibault; Valdés Dal-Ré; Sala Franco…, por citar a algunos. El peculiar clima político y sindical anterior al inicio de los cambios legislativos de 2010-2011, y el retardo entre la propuesta de éstos y su implementación efectiva por el Gobierno, propiciaron unos meses de activismo intelectual durante los que muchos colectivos y personas aportaron sus visiones y modelos. Estos debates, celebrados en revistas científicas, foros electrónicos y otros lugares de encuentro y discusión, fueron muy ricos e interesantes, y precedieron tanto al RD-Ley 10/2010 como al 7/2011 y al 3/2012, en lo que fue un rasgo peculiar de este proceso de reforma, que sin duda lo enriqueció. Pero es que además, por la peculiar situación de la política de la Unión Europea y de la economía española, en mitad de una crisis que había mutado en una de deuda soberana, se produjo otro debate paralelo sobre las medidas que se pretendían imponer a nuestra negociación colectiva. Un debate externo al país, desde visiones lejanas muchas veces poco acertadas cuando no cargadas de prejuicios, pero que por nuestra particular dependencia de los mercados de deuda tuvieron un impacto muy importante en el ánimo del legislador gubernamental. Agencias de rating, organismos económicos internacionales, socios europeos con finanzas mejores que las nuestras, expertos prestigiosos de visita en nuestra realidad…, todos ellos acabaron por dar su opinión sobre lo que España necesitaba en este campo, y a fuerza de repetirlo se armó una especie de consenso europeo sobre los males de nuestra negociación y las modificaciones necesarias para superarlos. Los ataques a la ultraactividad de los convenios, las bondades de la negociación de empresa, la necesidad de mecanismos de ajuste de lo negociado…, todo ello se integró en una especie de common wisdom sobre la realidad negocial española, que sirvió para identificar las reformas que se querían y para evaluar las que realmente se produjeron.

				III. Objetivos e ideología de la reforma

				Como viene siendo habitual en las normas reformadoras laborales, las que ahora estudiamos, el RD-Ley 7/2011 y el 3/2012, explican con cierto detalle las razones que explican su aprobación, y los objetivos que pretende lograr con ésta. Lo que es lógico, teniendo en cuenta no sólo la práctica de las Exposiciones de Motivos de las normas de rango legal en los últimos años, sino también su carácter de norma de emergencia, de excepción a la regla general de reparto de roles normativos en nuestro modelo constitucional. Había que explicar por qué se acude a un Real Decreto-Ley, en lugar de al procedimiento legislativo ordinario. Pero es que además el hecho de que ambas intervenciones legislativas se hayan producido sin el acuerdo previo de los interlocutores sociales, y en contra de su opinión, hacía aún más necesaria esta justificación.

				Las diferencias entre las dos normas principales en la reconstrucción de nuestro Derecho colectivo empiezan precisamente aquí, en su Exposición de Motivos. Lo que se entiende fácilmente, dado que la de 2011 es una norma reguladora exclusivamente de cambios en materia de negociación, mientras que el RD-Ley 3/2012 lo es del conjunto de la legislación laboral española. Lo que para una norma es el centro de atención (y por lo tanto de la explicación), para la otra es uno más de los muchos temas abordados.

				La Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011 es, así, un texto muy interesante no sólo de motivación de unas medidas, sino de análisis de una realidad y de presentación de un modelo. En todo este análisis el Gobierno se mueve en torno a tres cuestiones, tres problemas cuya resolución determina los tres grandes objetivos de la norma, y también los capítulos en los que la norma reformadora se organiza. Decía así el Gobierno: 

				Una parte de esos problemas tienen que ver con la estructura de la negociación colectiva, entendida como la ordenación de las relaciones entre la pluralidad de unidades de negociación existentes […] Un segundo grupo de problemas de nuestra negociación colectiva tiene que ver con sus contenidos y su agilidad y dinamismo […] Por último, el sistema de negociación colectiva presenta otros problemas relacionados con quienes negocian los convenios colectivos, con las reglas de legitimación.

				Estructura; dinámica y contenidos; y reglas de legitimación centran la atención del legislador gubernamental. Nada sorprendente, teniendo en cuenta que son éstos los ámbitos en los que la crítica hacia nuestro modelo de negociación eran comunes y recurrentes; y que eran éstos, también, los puntos sobre los que los interlocutores sociales habían venido deliberando en los meses anteriores a julio de 2011. La agenda renovadora estaba marcada desde hacía tiempo; lo que quedaba por decidir eran las palancas de los cambios, y el alcance de éstos.

				Nada que objetar, pues, salvo algunas reflexiones. La primera, que se trata en algunos casos de aspectos que escapan, al menos en teoría, del control del legislador, al quedar en manos de los propios sujetos negociadores. Cuestiones como la ordenación del mapa convencional o la fijación de los contenidos de los acuerdos son decisiones estratégicas que corresponden a los sujetos negociadores y a las organizaciones que los engloban. Son los temas que encontramos en los acuerdos interconfederales que sobre esta institución se vienen produciendo en nuestro país; son los contenidos naturales de los acuerdos de ordenación convencional previstos en el artículo 83 del Estatuto. Las medidas adoptadas por el legislador en este sentido sólo pueden ser indirectas o de un alcance limitado, so pena de producir una injerencia inadmisible o una limitación inaceptable del artículo 37 de la Constitución. Lo que supone una limitación de partida que debemos considerar a la hora de evaluar el alcance de los cambios finalmente implementados en estos aspectos concretos de la regulación estatutaria. Ésta es, en realidad, una exigencia para todos los cambios legislativos que afectan a esta institución, y que explica en gran medida las dificultades crónicas para su renovación.

				Quizás ello explique que una de las medidas contenidas en el RD-Ley 7/2011 haya sido precisamente la de potenciar los mecanismos de gobierno convencional, con una nueva redacción del artículo 83 ET que incrementa las posibilidades de ordenación de la estructura y dinámica negociales por sus propios protagonistas. En el modelo estatutario, en el original y en el posterior a 1994, se hacía un reparto de roles entre legislador e interlocutores sociales sobre la ordenación de la negociación colectiva que en 2011 se ha procurado mantener. La competencia en este aspecto de los segundos, y la intervención legislativa debe ser residual. Seguramente lo que mejor explica los problemas de nuestra negociación sea precisamente el fracaso de los interlocutores sociales en el ejercicio de esta responsabilidad, ya que el modelo estatutario se basa en la existencia de unos acuerdos de ordenación, al amparo del artículo 83 ET, que han faltado durante mucho tiempo, y que no han sido efectivos cuando los ha habido.

				El legislador laboral es consciente de que está entrando en terrenos sensibles, y por ello siempre ha actuado con prudencia, con medidas indirectas y puntuales, cuyo impacto en nuestra realidad convencional ha sido por ello escaso. Por eso nos dice en esta misma Exposición de Motivos que 

				esta reforma de la negociación colectiva pretende abordar las disfunciones antes apuntadas […] respetando la autonomía colectiva. 

				A lo largo de la historia de nuestras relaciones laborales democráticas, en realidad, se han producido numerosos intentos de intervención en la realidad convencional, frutos del descontento generalizado al que hemos hecho referencia; las más de las veces han sido los interlocutores sociales los que han asumido esta tarea, por medio de acuerdos interconfederales que han acabado por formar parte del paisaje laboral español; en unas pocas ocasiones ha sido el Estado el que ha asumido esta tarea. Así, en 1994 como vimos hubo una intervención de gran alcance, en el contexto de la mayor reforma laboral hasta la fecha; en el año 2000 el Ministerio de Economía elaboró una propuesta de nueva redacción del Título III del Estatuto de los Trabajadores que incluía profundas modificaciones en el modelo y una fuerte intrusión en la definición de los espacios negociales. Autogobierno e intervención legislativa han convivido de esta manera en nuestra experiencia reciente de relaciones laborales, sin mucho impacto ni del uno ni de la otra.

				Una segunda reflexión que cabe hacer respecto de las de que se trata de materias cuya reforma se ha intentado una y otra vez en las dos últimas décadas, sin mayores resultados. El consenso en el diagnóstico de los males de nuestra negociación conlleva, lógicamente, un cierto grado de acuerdo en los puntos de nuestro Derecho colectivo donde es necesario adaptar las reglas. Es en estos aspectos donde interlocutores sociales y legislador laboral han concentrado su fuego en todos los intentos de autorregulación y reforma legislativa producidos desde 1980. Es cierto que en 2011 el legislador ha asumido un protagonismo mayor, y parece dispuesto a que los cambios sean efectivos. Su intervención es más intensa y ambiciosa, y por ello seguramente sus efectos serán mayores. Pero conviene mantener cierta cautela precisamente por nuestra experiencia anterior esta cuestión.

				A partir de la identificación de los problemas a afrontar, la Exposición de Motivos procede a señalar los objetivos de su nueva regulación, también de una manera clara y directa:

				Con esta premisa básica, los objetivos principales de esta reforma de la negociación colectiva son los siguientes: Primero, favorecer una mejor ordenación de nuestra negociación colectiva, propiciando a la vez una negociación colectiva más cercana a la empresa y una negociación colectiva sectorial más adaptada a la situación de cada concreto sector de actividad económica. Segundo, introducir mayores niveles de dinamismo y agilidad en la negociación colectiva, tanto en los procesos de negociación de los convenios colectivos como en sus contenidos, de manera que se aumente su capacidad de adaptabilidad a los cambios en la situación económica y sociolaboral en unos términos que equilibren flexibilidad para las empresas y seguridad para los trabajadores. Tercero, adaptar el sistema de negociación colectiva a las nuevas o renovadas realidades empresariales que actúan en nuestro mercado de trabajo, incluyendo nuevas reglas de legitimación para la negociación de los convenios colectivos y para favorecer la flexibilidad interna negociada con los representantes de los trabajadores.

				Tres objetivos, porque tres eran las carencias más graves que se detectaban en el sistema. Y tres son también los «ejes básicos» sobre los que el Gobierno articula sus cambios sobre la regulación precedente, manteniendo la estructura trinitaria que caracteriza toda la norma. En sus propias palabras, extraídas de la Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011, 

				a la vista de los indicados objetivos, la arquitectura de la reforma del sistema de negociación colectiva se asienta sobre tres ejes básicos: la estructura de la negociación colectiva y la concurrencia de convenios colectivos; las nuevas reglas sobre el contenido y vigencia de los convenios colectivos y, en tercer lugar, una mejor y más completa definición de los sujetos que han de negociar los convenios y de las reglas de legitimación en cada caso, según el ámbito de que se trate.

				El carácter pedagógico de la Exposición de Motivos hace que podamos extraer de ella más que un diagnóstico de situación, una identificación de problemas y una presentación de objetivos. Es posible llegar más allá, y deducir de las declaraciones del legislador gubernamental la «ideología» de esta importante reforma, la cultura subyacente a los cambios que se pretenden. 

				Un primer aspecto a considerar es la ambición del cambio propuesto. Que estamos ante novedades de primera magnitud es indudable. El Gobierno no lo oculta, sino que reconoce que se están haciendo grandes cosas. Es lo propio de nuestro Derecho del Trabajo, modificaciones trascendentales cada varios años, tras múltiples intervenciones puntuales continuadas a lo largo de décadas. Como se ha dicho antes, estaríamos ante una nueva manifestación de una saga de cambios legislativos mayores formados, quizás, por la Ley de Relaciones Laborales, el propio Estatuto de los Trabajadores de 1980, su nuevo texto resultante de la ola de reformas de 1993 a 1995, el RD-Ley de 2011 e, inmediatamente después, el RD-Ley 3/2012. 

				Un segundo aspecto relevante de la reforma, en términos globales, es la elección del motor de cambio de la realidad negocial española. Y es que al hablar de su reforma podemos referirnos tanto a la modificación del contenido y estructura de los convenios efectivamente vigentes en España, como a la alteración de la regulación estatal de la negociación. En realidad el objetivo de cualquier reforma en este aspecto particular del Derecho del Trabajo es alterar la realidad negocial, la regulación contenida en los convenios, el mapa de éstos y la dinámica de los procesos de negociación. Son estos aspectos los que no convencen y se piensa deben ser modificados. Lo que ocurre es que el factor de cambio, que lleve a corregir estas disfunciones puede ser múltiple: o son los propios convenios los que cambian por iniciativa de los sujetos que los negocian; o es la ley laboral la que se modifica, y al hacerlo produce los cambios en los convenios que a ella se someten. Es claro que nos movemos en el segundo plano, de los cambios legislativos, después de muchos años de confiar en la autorregulación como motor de las mejoras negociales, a través de los acuerdos de ordenación y su plasmación en el mapa convencional. Lo que supone ya una primera decisión del Gobierno, una opción por una determinada forma de intervención en las relaciones laborales, más directa y vigorosa, menos común en nuestra práctica sindical.

				Un tercer aspecto a considerar es la justificación real de las novedades incorporadas. Los problemas a superar y los objetivos de mejora están claros. Pero, ¿expresan éstos la verdadera finalidad de todo el procedimiento? Ésta es una pregunta que sólo cabe contestar con el análisis de la totalidad de lo alterado a lo largo del período 2010-2011. En estas reformas se ha pretendido, de una manera consistente, crear un marco laboral más flexible para las empresas, que permita su adaptación a un mercado difícil, la reducción de sus costes de contratación y ajuste, y la erradicación de los aspectos que impiden su crecimiento y la conversión de éste en empleo. De esto se trata también en el RD-Ley 7/2011. Se quiere una reforma laboral, más que una reforma de la negociación en sí misma; ésta, como tantas otras anteriores, es instrumental para aquélla. Los objetivos finales tienen que ver con el empleo y la gestión del trabajo, más que con las relaciones laborales.

				En cuarto lugar, la intervención del legislador, con todo lo ambiciosa que se plantea, no intenta un verdadero cambio de modelo, que deslegitime el anterior. Antes bien, el punto de partida es precisamente el reconocimiento de las bondades de éste, en línea con lo sostenido por los interlocutores sociales durante las negociaciones previas a la aprobación de esta norma de urgencia. Se dice, en este sentido, en su Exposición de Motivos que 

				esta reforma de la negociación colectiva pretende abordar las disfunciones antes apuntadas. Pero quiere hacerlo respetando plenamente los elementos esenciales de nuestro sistema de negociación colectiva y, singularmente, respetando la autonomía colectiva. 

				Nos movemos, pues, en el ámbito de lo que hemos llamado antes «crítica funcional» de la negociación española, centrada en aspectos puntuales de su desarrollo pero sin afectar a sus aspectos estructurales y su propia filosofía como sistema de ordenación negociada de las relaciones laborales.

				En quinto lugar, los cambios pretenden enmarcarse en una línea general de fortalecimiento de la institución a la que afectan. Partiendo de la valoración positiva de ésta, se pretende eliminar los aspectos que minan su eficacia y evitan su desarrollo pleno. Son medidas potenciadoras, no restrictivas: 

				Se trata, en resumen, de una reforma de la negociación colectiva para que haya más y mejor negociación colectiva, más ordenados y mejores convenios colectivos, de forma tal que puedan cumplir de forma más útil y eficaz su función de regulación de las relaciones laborales y de las condiciones de trabajo y contribuir, a corto, medio y largo plazo, al crecimiento de la economía española, a la mejora de la competitividad y de la productividad en las empresas españolas y, por ello, al crecimiento del empleo y la reducción del desempleo.

				Ahora bien, no debemos olvidar que no ha habido intervención legislativa en este campo que no se haya presentado a sí misma como un mecanismo de fortalecimiento y vigorización de nuestra negociación, que no haya expresado su confianza en ésta y su voluntad de garantizar la autonomía de los actores de ésta, sindicales y patronales. Es un discurso clásico de nuestro legislador laboral, seguramente inevitable, pero que hemos encontrado en normas de contenido muy diverso, y elaboradas en momentos también muy distintos. Es preciso, por ello, un estudio de los verdaderos efectos de estas medidas, sin confiar demasiado en los cantos de sirena de un legislador laboral cada vez menos fiable en cuanto a sus intenciones reales. 

				La claridad, la atención y el detalle del RD-Ley 7/2011 no los encontramos en el que le sigue en el proceso de cambio normativo, el RD-Ley 3/2012, cuya Exposición de Motivos trata de manera muy somera las novedades que introduce en el Derecho Colectivo español. Y eso teniendo en cuenta que se trata de un texto, esta Exposición de Motivos, que destaca precisamente por su rotundidad y sinceridad. Esto tiene una razón: mientras que el RD-Ley 7/2011 era en sí mismo una norma reformadora de la negociación colectiva, el RD-Ley 3/2012 no pretende serlo. En esta segunda fase nos encontramos ante una medida que pretende un cambio radical de aquellos aspectos de la legislación laboral que inciden en la capacidad de gestión y adaptación de las empresas, incluyendo cuestiones colectivas por supuesto. Nos encontramos más cerca del RD-Ley 10/2010 que del RD-Ley 7/2011, desde este punto de vista. Los aspectos relacionados con la negociación son secundarios, o al menos primus inter pares junto con los otros. Y es claro que no han recibido la misma atención que éstos, ni del legislador ni de los interlocutores sociales ni de los analistas de la norma. Además, el planteamiento del Gobierno popular en este campo es abiertamente instrumental: 

				las modificaciones operadas en estas materias responden al objetivo de procurar que la negociación colectiva sea un instrumento, y no un obstáculo, para adaptar las condiciones laborales a las concretas circunstancias de la empresa. 

				Las novedades que se operan no son un fin en sí mismo, sino un medio para los verdaderos objetivos de esta legislación de urgencia. De hecho, aparecen no en un capítulo específico y monográfico sobre negociación colectiva, como cabría esperar, sino en uno más amplio sobre medidas para favorecer la flexibilidad interna en las empresas como alternativa a la destrucción de empleo.

				En línea con esta visión, el descuelgue se modifica «en orden a facilitar la adaptación de los salarios y otras condiciones de trabajo a la productividad y competitividad empresarial»; la estructura de la negociación colectiva, para «facilitar una negociación de las condiciones laborales en el nivel más cercano y adecuado a la realidad de las empresas y de sus trabajadores»; y las normas sobre la aplicación del convenio en el tiempo, «con el fin de procurar también una adaptación del contenido de la negociación colectiva a los cambiantes escenarios económicos y organizativos».

				El Gobierno es modesto en su valoración del tratamiento que hace de ésta: 

				en materia de negociación colectiva se prevé la posibilidad de descuelgue respecto del convenio colectivo en vigor, se da prioridad al convenio colectivo de empresa y se regula el régimen de ultraactividad de los convenios colectivos. 

				Y reconoce la conexión de sus medidas con las del RD-Ley de 2011, respecto de las que se presenta más como un continuador e intensificador que como un verdadero innovador. Así, cuando se habla del descuelgue salarial, se dice que 

				la última reforma del mercado de trabajo pretendió hacer más viable la posibilidad del descuelgue, pero, a la luz de los datos de 2011, en un contexto de agravamiento de la crisis económica, no parece que se haya avanzado significativamente en este terreno. La norma estatal no ha garantizado el desbloqueo ante la falta de acuerdo con los representantes de los trabajadores para dejar de aplicar las condiciones previstas en convenio colectivo. Por ello, en orden a facilitar la adaptación de los salarios y otras condiciones de trabajo a la productividad y competitividad empresarial, el presente real decreto-ley incorpora una modificación del régimen del descuelgue […] 

				Y cuando se refiere a los cambios en la estructura negocial, se afirma que 

				la anterior reforma del mercado trabajo también pretendió incidir en la estructura de la negociación colectiva, otorgando prioridad aplicativa al convenio de ámbito empresarial sobre otros convenios en una serie de materias que se entienden primordiales para una gestión flexible de las condiciones de trabajo. No obstante, la efectiva descentralización de la negociación colectiva se ha dejado en manos de los convenios estatales o autonómicos, pudiendo impedir esa prioridad aplicativa. 

				Nos movemos en un curioso equilibrio entre reconocimiento y crítica al Gobierno anterior, con más de la segunda que del primero, que sirve también para justificar las medidas que ahora se introducen, presentadas como ajuste y corrección de las que realizó éste. Este planteamiento lo encontramos una y otra vez a lo largo de esta Exposición de Motivos, en la que se llega a afirmar que 

				las medidas adoptadas desde el inicio de la crisis para reformar el mercado laboral español se han revelado insuficientes e ineficaces para conseguir crear empleo.

				Ahora bien, esta modestia inicial se ve corregida cuando el Gobierno debe justificar la utilización de la legislación de urgencia para introducir estos cambios: entonces se dice que 

				las modificaciones incluidas en los aspectos relativos a la negociación colectiva exigen dotar de certidumbre a las bases sobre las que las partes negociadoras deben abordar la negociación y revisión de los convenios colectivos, a la vista de las sustanciales novedades introducidas por este real decreto-ley en el Titulo III del Estatuto de los Trabajadores. Dilatar la efectividad de las importantes modificaciones que la norma contiene se traduciría a no dudar en el retraso, incluso en la paralización, de los procesos de negociación colectiva y minimizaría el impacto que dichas modificaciones pretender conferir a los convenios colectivos, como marcos regulatorios ágiles y flexibles que permitan contribuir eficazmente a la recuperación de la economía y a la creación de empleo.

				Son cambios importantes y urgentes, de ahí que se introdujeran en nuestro ordenamiento como lo fueron.

				Aplicando a esta misma norma el análisis que hicimos respecto de su antecesora, puede afirmarse que seguimos en el ámbito de la crítica funcional, y no de la ontológica de la negociación colectiva española; que se sigue apostando por su fortalecimiento, más que por debilitarla; y que se la concibe como un mecanismo de flexibilidad y ajuste para las empresas a las que se aplica.

				IV. Sesgos y equilibrios

				Las difíciles circunstancias que atravesaba el país en el momento de aprobarse tanto el RD-Ley 7/2011 como el RD-Ley 3/2012 explican en gran medida los equilibrios sobre los que los sucesivos Gobiernos pretendieron construir su nueva regulación. En este sentido son marcadas las diferencias entre ambas normas, que reflejan una política abiertamente contraria entre ambos Gobiernos.

				En el caso del RD-Ley 7/2011 es claro, a mi juicio, que hubo un intento de lograr un cierto equilibrio entre las posiciones de trabajadores y empresarios, a pesar de las lecturas que de esta norma se hicieron en el momento de su aprobación. Comparte en este sentido nuestro RD-Ley 7/2011 el infausto destino de las normas que le precedieron en este proceso de reforma, especialmente la Ley 35/2010, objeto de críticas desde ambas orillas sin que la voluntad de compensación del Gobierno socialista se viera reconocida.

				En la coyuntura política que precedió a la aprobación del RD-Ley 7/2011, era claro que la intervención gubernamental beneficiaba a los empleadores; al menos, se dirigía a satisfacer sus demandas de cambio en esta institución. Su diagnóstico de la situación y la filosofía general de las modificaciones necesarias estaban más cercanos a los que guiaron al Gobierno en su tarea. Las advertencias de éste de que legislaría en ausencia de acuerdo social terminaron por impedirlo, ya que una de las partes del proceso de diálogo, la empresarial, quería cambios aunque fueran impuestos porque no se sentía a gusto en el marco precedente; mientras que la otra, la sindical, intentaba controlar estos cambios partiendo de una situación que valoraba más. Las reacciones de unos y otros interlocutores sociales frente a esta norma reflejan fielmente estas posiciones, aunque ninguna fue positiva del todo: los unos por no gustar de las novedades que se introducen, los otros por considerarlas insuficientes, aunque en buena dirección. 

				Ahora bien, este hecho en modo alguno debe llevarnos a una lectura unilateral de esta norma, en términos de ser una reforma unidireccional. Que los objetivos que pretendía se alineaban con los defendidos desde posiciones proempresariales es indudable; pero lo es también que el resultado final no ha sido en modo alguno una aceptación de estas posturas, y un laminamiento de los intereses sindicales. Comparte este carácter el RD-Ley 7/2011 con el resto de las leyes reformadoras del período 2010-2011, y señaladamente con su directo antecedente, el RD-Ley 10/2010. Esta norma, percibida también de manera general como una adaptación de nuestro Derecho a las exigencias flexibilizadoras y abaratadoras de nuestras empresas, incluye sin embargo también evidentes mejoras para los trabajadores en algunos aspectos concretos de su regulación laboral; rechazando las pretensiones de unos cambios más profundos y unidireccionales, aquella norma adoptó un enfoque mucho más respetuoso con nuestro modelo tradicional, reconociendo y potenciando el papel de los representantes de los trabajadores, incrementando su presencia en empresas con plantillas pequeñas, reconociendo de-rechos al demandante de empleo… Estas medidas, que podemos considerar «protrabajador», acompañan a otras muchas percibidas como con un efecto contrario, expresando de este modo, la agonía de un Gobierno que se sentía cercano a las visiones sindicales pero que se vio obligado a adoptar medidas contrarias a éstas.

				Fue este mismo Gobierno el que procuró mantener también en sus reformas de 2011 una postura alejada de la unidireccionalidad y de la identificación completa con las posiciones de una parte de los intereses concurrentes en el mercado de trabajo; y lo hace de varias maneras:

				—Primero, remitiéndose a los mismos interlocutores sociales en para justificar la inclusión de ciertos temas en esta norma reformadora; el Gobierno socialista la presenta como la continuación natural y la culminación del diálogo social inmediatamente anterior. Pretende ser una alternativa a la falta de acuerdo en éste; al igual que en las normas de 2010, el legislador gubernamental adopta un papel cuasiarbitral, terciando en lo que se había debatido y construyendo un output forzado a partir de las posiciones de unos y otros. Como prueba de ello nos basta con revisar los temas acordados por los interlocutores sociales en el Acuerdo bipartito entre las Organizaciones Sindicales y Empresariales sobre criterios básicos para la reforma de la negociación colectiva incluido en el ASE de 2011, y comparémoslos con los identificados por el Gobierno en el RD-Ley 7/2011: 

				habrá que racionalizar y vertebrar mejor los convenios colectivos, potenciando asimismo la negociación colectiva en el ámbito de la empresa […] Existen deficiencias de legitimación en la negociación de los convenios. […] Es necesario dinamizar la negociación colectiva, tanto respecto a los procesos negociadores, como en nuevos contenidos y renovación de materias, así como en la supresión de los que no deban tener continuidad. 

				La continuidad entre el diálogo social y la regulación estatal aparece clara.

				—Después, combinando medidas favorables a unos y a otros, y evitando así que el conjunto de la norma se escorase exclusivamente en una dirección. Aunque es inevitable valorar al conjunto de las novedades legislativas como favorables a las visiones empresariales, este juicio no se cumple respecto de todas y cada una de las medidas introducidas en 2011 consideradas de manera individual. Esta búsqueda de equilibrios, o al menos el intento de evitar una reforma excesivamente unilateral o sesgada, explica también la valoración negativa tan generalizada de esta norma, que no ha sido especialmente bien recibida.

				Por otro lado, a la hora de valorar las distintas correcciones que se hacen del modelo desde la perspectiva de su impacto en cada uno de los actores de la negociación colectiva, conviene recordar que muchas de las medidas finalmente adoptadas por el Gobierno habían sido previamente aceptadas por los actores sociales en los procesos de diálogo social que precedieron su intervención. Aspectos tales como la potenciación de la negociación de empresa, que ha sido tradicionalmente una demanda de las asociaciones empresariales, habían sido ya admitidos y asumidos por los sindicatos en el AENC 2010-2012 y en el ASE-2011. Hay que considerarlos, así, más como el reconocimiento de lo aceptado por ambas partes que como una cesión a los intereses de una sola de éstas.

				La norma que inicia el «momento popular» de la reforma 2009-2012, el RD-Ley 3/2012, cambia radicalmente el enfoque en el tratamiento de los cambios que opera en el régimen jurídico de la negociación. La voluntad compensadora está por completo ausente, resultando difícil identificar medidas que puedan considerarse alineadas con las posiciones sindicales, o que incrementen el grado de tutela legal de los trabajadores; ello cabe decirlo del conjunto de la norma, y cabe aplicarlo también a la regulación que hace del procedimiento negocial. Y esto a pesar de las declaraciones que hace el Gobierno en la Exposición de Motivos de su primera intervención de alcance en el ámbito laboral: 

				la reforma apuesta por el equilibrio en la regulación de nuestras relaciones de trabajo: equilibrio entre la flexibilidad interna y la externa; entre la regulación de la contratación indefinida y la temporal, la de la movilidad interna en la empresa y la de los mecanismos extintivos del contrato de trabajo; entre las tutelas que operan en el contrato de trabajo y las que operan en el mercado de trabajo, etc. 

				No son equilibrios, precisamente, los que vamos a encontrar. Descubrimos, en realidad, una norma mucho más sesgada que la anterior, que expresa un cambio de Gobierno y también, seguramente, de circunstancias políticas y económicas.

				En la intervención del Gobierno popular lo más favorable para las posturas sindicales no ha estado en lo que hace el RD-Ley 3/2012, sino en lo que mantiene de sus predecesores. Al no tocar medidas del RD-Ley 7/2011 especialmente prosindicales, señaladamente las relativas a las secciones sindicales, está demostrando una posición menos escorada de lo que pudiera pensarse.

				V. Ganadores y perdedores

				Cuando se habla de ganadores y perdedores, no se quiere hacer referencia tan sólo a los agentes sociales, a cuáles de sus posiciones se han visto más favorecidas o perjudicadas. También se hace mención a aquellos aspectos de nuestra realidad laboral que se han visto fortalecidos o debilitados con estas modificaciones de nuestro Derecho Sindical.

				Gana, desde luego, la empresa como espacio de negociación y como subsistema de relaciones laborales. Aparecen otra vez perfectamente alineadas las grandes normas laborales de 2010-2012, y se percibe de nuevo la instrumentalidad de las modificaciones del Derecho colectivo respecto de las operadas en el individual. En conjunto se procura que en la empresa se pueda disponer de un marco propio de relaciones laborales, resultado de la negociación directa de algunas materias, y de la adaptación de otras acordadas a otros niveles; que pueda modificar este marco según sus necesidades; que disponga de un margen asegurado de autonomía dentro de la unidad negocial en la que se engloba.

				Pero hay que recordar que quien verdaderamente gana es la empresa en cuanto espacio de relaciones laborales, más que como ámbito de decisión unilateral. Es cierto que una de las constantes de las grandes leyes del período 2010-2012 ha sido el incremento de los espacios de decisión para los empleadores en determinados aspectos de la gestión de sus plantillas respectivas; pero también lo es que siempre se ha pretendido un ejercicio negociado de estos poderes, asegurándose la presencia y participación de los representantes de los trabajadores. Vamos a encontrar negociación en la modificación de condiciones de trabajo y el descuelgue, ambos potenciados en 2010; lo encontramos también en la preeminencia del convenio de empresa en ciertas materias y en el papel protagonista de la comisión paritaria, en 2011; lo vemos, finalmente, en la generalización de la técnica del descuelgue en 2012.

				En relación con lo anterior, es claro también que uno de los ganadores de este proceso lo son las secciones sindicales. Éstas han sido priorizadas como representantes de la plantilla de las empresas, respecto de los otros órganos representativos, en un contexto general en el que el papel de la representación se fortalece. Como una cláusula de estilo, se repite que «la intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento de consultas corresponderá a las secciones sindicales cuando éstas así lo acuerden, siempre que sumen la mayoría de los miembros del comité de empresa o entre los delegados de personal» (arts. 40.2 y 41.4 ET); ello cuando haya que negociar alguna modificación de condiciones de trabajo o regulación de empleo, o incluso para negociar un convenio colectivo de empresa (art. 87.1 ET modificado).

				Modestamente, la Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011, que introduce esta preeminencia del canal sindical, va a indicar que las reglas de nueva creación se limitan a confirmar 

				la práctica actual, de manera que la negociación pueda ser desarrollada por las secciones sindicales. Regla que se aplica también en los supuestos de flexibilidad interna negociada. 

				Poco cambio parece, y sin embargo es uno importante. Al menos, así lo han considerado los sectores más cercanos a las posiciones empresariales, para los que la potenciación de las secciones sindicales no es conveniente, ni está justificada. Interpretada de modo general como una especie de contraprestación o premio de consolación a las grandes confederaciones sindicales, a las que se les ha hecho tragar con una reforma que no querían, resulta coherente con otras medidas introducidas en 2010 y en 2011 para facilitar la disposición de interlocutores en representación de las plantillas en diversas situaciones. Lo que ha sorprendido a muchos comentaristas y operadores ha sido el mantenimiento del rol preferente de estos órganos sindicales en el momento popular del proceso de cambios; lo que parecía coherente en el momento socialista no lo resultaba tanto cuando accede al poder un Gobierno con una visión radicalmente diferente de las relaciones laborales, y cuyo partido había apoyado muchas de las críticas a este aspecto del RD-Ley 7/2011.

				Los mecanismos de solución extrajudicial de conflictos aparecen también como beneficiarios de la reforma. En el RD-Ley 7/2011 encontrábamos referencias por un lado a los sistemas de solución organizados, los SEC tanto estatal y como autonómicos; y por otro a las comisiones paritarias de los convenios colectivos, que operan ya como un microsistema SEC en el ámbito de aplicación de éstos. 

				Con estos mecanismos ha ocurrido un fenómeno muy llamativo en nuestra experiencia democrática de relaciones laborales. De unos orígenes puramente administrativos se ha pasado a un modelo en el que, subsistiendo las conciliaciones judiciales y administrativas, la preeminencia la tienen sistemas creados por la autonomía colectiva. De una importancia marginal en nuestras relaciones laborales, altamente judicializadas e ignorantes de estos sistemas, a un marcado protagonismo de éstos. De plantearse como un mecanismo para impedir las medidas de exteriorización de los conflictos colectivos, señaladamente la huelga, a ser sistemas para evitar el acceso a los tribunales laborales. De residenciarse en organismos estatales a centrarse sobre todo en los ámbitos autonómicos. Todo ello, manteniendo básicamente una misma estructura y unos mismos instrumentos. Lo cierto es que las reformas de 2010-2012 han confiado decididamente en estos organismos, y han supuesto una nueva fase en su evolución, mediante la asignación de nuevas funciones y roles. En la Ley 35/2010 se les convierte en el instrumento para solucionar los problemas de falta de acuerdo en los nuevos procedimientos de modificación de condiciones de trabajo y de movilidad geográfica negociados; esto es, se ponen al servicio de los nuevos mecanismos de flexibilidad que se introdujeron ese año. En el RD-Ley 7/2011 se les encuentra una nueva utilidad, como mecanismo para asegurar la celeridad en la negociación y adaptación de los convenios que se pretende introducir en nuestra práctica de negociación. En 2012 se le añade la función de resolver los desacuerdos relativos a la inaplicación de los convenios en el ámbito de la empresa.

				No debe de extrañarnos su creciente centralidad. Resultan coherentes con un sistema de relaciones laborales basado en la negociación colectiva, especialmente cuando en el caso español son en una mayoría de los casos manifestación de la autonomía colectiva. En la Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011 se explica así esta apuesta, en un doble plano. Por un lado, se afirma que se potencian estos mecanismos en general, por su propio papel para el sistema de relaciones laborales: 

				En general, la reforma aspira a establecer mecanismos eficaces de solución no judicial de conflictos, no solamente los que surgen durante la tramitación del convenio colectivo, […] En un sistema de relaciones laborales ya consolidado como el español, es momento de dar un mayor alcance y contenido a los procedimientos no judiciales de solución de conflictos surgidos inicialmente mediante acuerdos interprofesionales en el ámbito estatal en 1997 y más tarde en la totalidad de las Comunidades Autónomas. Se trata de procedimientos ya asentados, que se han traducido en una disminución de la judicialización de los conflictos laborales de carácter colectivo en la que, respetando la autonomía colectiva, debe seguir avanzándose en línea con los más modernos sistemas laborales de nuestro entorno.

				Por otro, se explicita la instrumentación que se hace de estos mecanismos desde el punto de vista de los objetivos generales de la reforma: 

				se instauran potentes mecanismos para dinamizar la negociación y, en último extremo, se propicia el recurso voluntario a los sistemas de solución no judicial de discrepancias como la mediación o el arbitraje, dirigidos a evitar que las negociaciones finalicen sin acuerdo.

				El momento popular de la reforma afecta al papel de los sistemas SEC. Esto ocurre no por tener una visión diferente de estos mecanismos extrajudiciales, menos favorable. Por el contrario, el Gobierno popular defiende su bondad y protagonismo, afirmando que 

				se trata, en todo caso, de órganos tripartitos y, por tanto, con presencia de las organizaciones sindicales y empresariales, junto con la de la Administración cuya intervención se justifica también en la necesidad de que los poderes públicos velen por la defensa de la productividad tal y como se deriva del artículo 38 de la Constitución Española.

				Cambian otras cosas: el alcance del poder del empleador en la determinación del contenido de la prestación de trabajo, el grado de intervención del legislador en el proceso de negociación, la capacidad de los representantes de los trabajadores de detener o condicionar las decisiones empresariales… Estos cambios, generalizados en toda la legislación laboral popular, tienen como efecto derivado un nuevo papel, a veces más importante, generalmente menor de estos mecanismos. Como idea general, la norma de 2012 atribuye al empleador una capacidad potenciada de adoptar decisiones a falta de acuerdo con la representación de su plantilla, tras negociar con ésta. Llegado el caso, y ausente este acuerdo, la empresa decidirá, y comunicará su decisión a los trabajadores. En la regulación introducida por el Gobierno socialista, el acuerdo resultaba indispensable en muchos casos; el mecanismo SEC intervenía entonces para facilitarlo, puesto que a falta de éste no cabía modificación alguna. A mayor poder unilateral, menor relevancia del acuerdo y por lo tanto de las medidas destinadas a hacer posible éste. Es donde no alcanza el ampliado poder unilateral del empleador que se mantiene un papel relevante para los organismos SEC y otros órganos tripartitos de la Administración laboral. Así se nos explica en la propia Exposición de Motivos del RD-Ley 3/2012, cuando se presentan los cambios en el mecanismo de modificación de condiciones de trabajo: 

				por ello, en orden a facilitar la adaptación de los salarios y otras condiciones de trabajo a la productividad y competitividad empresarial, el presente real decreto-ley incorpora una modificación del régimen del descuelgue para que, ante la falta de acuerdo y la no solución del conflicto por otras vías autónomas, las partes se sometan a un arbitraje canalizado a través de la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos u órganos similares de las Comunidades Autónomas. 

				Otro ámbito en el que se percibe un cambio en el papel de los sistemas SEC del momento socialista al momento popular de la reforma 2010-2012 es en el propio proceso de negociación colectiva. Una de las mayores innovaciones producidas por el RD-Ley 7/2011 tenía que ver con este proceso: con el objetivo, compartido por todos, de agilizar la negociación y evitar la petrificación convencional se operó una regulación más intensa de la propia dinámica negocial. En este momento la opción pasó por fijar la duración máxima de estos procesos, a la vez que se mantenía la técnica de la ultraactividad como mecanismo para evitar vacíos negociales. En este sistema lo fundamental era que se llegara al acuerdo en la mesa de negociación; de no lograrse, se daba entrada a algún tipo de tercero para que lo promoviera o, en su caso, sustituyera. Éste era el papel de los sistemas SEC durante las negociaciones: según la Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011 

				se propicia el recurso voluntario a los sistemas de solución no judicial de discrepancias como la mediación o el arbitraje, dirigidos a evitar que las negociaciones finalicen sin acuerdo.

				En el momento popular la idea es completamente distinta: se interviene menos en la negociación, eliminando la mayoría de los plazos máximos introducidos en el Estatuto de los Trabajadores meses antes; a cambio, se limita la duración de la ultraactividad del convenio. La falta de acuerdo en la mesa de negociación no conduce necesariamente a un impasse irresoluble, sino a la desaparición del convenio y de la unidad negocial. De ahí que pueda prescindirse de la intervención decisoria de estos mecanismos. 

				Identificados los ganadores con estos cambios, no resulta difícil, para terminar, señalar cuáles son los perdedores, o al menos los perjudicados, con la nueva regulación de la negociación colectiva. Perjudicados que, en muchos casos, lo han sido conscientemente, ya que eran considerados más bien como defectos del modelo que había que corregir; otras veces lo han sido tan solo como efectos colaterales de unas medidas pensadas con otro fin. 

				Es claro que el principal afectado por estos cambios lo ha sido el convenio provincial. Ya durante los momentos anteriores a este ciclo legislativo se había señalado el objetivo de reducir su preeminencia en nuestro mapa negocial, considerada como uno de sus defectos más serios. Había bastante consenso en la condena de este nivel, ni centralizado ni descentralizado pero reuniendo los defectos de ambas posibilidades. Sin citarse expresamente en ningún momento, en la Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011 se señala como un defecto a solventar 

				la «atomización» de nuestra negociación colectiva, que supone que existen un muy elevado número de convenios colectivos, con ámbitos de aplicación reducidos y fragmentados, sin apenas relación entre ellos. 

				Más adelante, se les señala, por exclusión, cuando se dice que el objetivo de la norma es el de 

				favorecer una mejor ordenación de nuestra negociación colectiva, propiciando a la vez una negociación colectiva más cercana a la empresa y una negociación colectiva sectorial más adaptada a la situación de cada concreto sector de actividad económica. 

				Se achica su espacio dentro del sistema, al potenciar los otros ámbitos de negociación, empresarial y sectorial, buscando terminar con la anomalía española en cuanto a la existencia —y fortaleza— de la provincia como unidad negocial. Pierde, pues, con los cambios.

				El convenio autonómico, por otro lado, también puede considerarse como uno de los elementos del sistema negocial que se ha visto perjudicado. Como espacio de negociación colectiva, el autonómico no ha llegado a despegar en nuestro país. La reforma de 1994, por motivos de coyuntura política más que de diseño integral del modelo, apostó por este ámbito de convenios, al que se le dio un papel relevante en el artículo 83 del Estatuto de los Trabajadores. No tuvo muchos efectos en el mapa negocial español, como es sabido. Y ello en contraste con el gran desarrollo de las relaciones laborales a este nivel, incluyendo prácticas estables de concertación social, políticas de empleo propias y sistemas de solución de conflictos establecidos en este ámbito. Las últimas tendencias legislativas apuntan en la dirección de primar a las Comunidades Autónomas como actores laborales, especialmente en materia de políticas de ocupación y de regulación de empleo. Los Estatutos de Autonomía de segunda generación parten de este protagonismo, hablando incluso del fomento de un «espacio autonómico de relaciones laborales». Con estos antecedentes, era lógico esperar que la tendencia de nuestro Derecho sindical fuera la de potenciar esta unidad de negociación; pero no ha sido así.

				La mayor novedad en este sentido la encontramos en el artículo 84.3 ET, que dispone que 

				salvo pacto en contrario negociado según el artículo 83.2, los sindicatos y las asociaciones empresariales que reúnan los requisitos de legitimación de los artículos 87 y 88 de esta Ley podrán, en el ámbito de una Comunidad Autónoma, negociar acuerdos o convenios que afecten a lo dispuesto en los de ámbito estatal siempre que dicha decisión obtenga el respaldo de las mayorías exigidas para constituir la comisión negociadora en la correspondiente unidad de negociación. 

				El verdadero alcance de esta disposición sólo puede entenderse si se compara con lo que indicaba el Estatuto anterior, respecto del cual se invierte la regla de concurrencia. En efecto, en 1994 se introdujo una regla que señalaba la preeminencia del convenio colectivo autonómico sobre el estatal en ciertas materias, en lo que se conoció como «concurrencia descentralizadora»; el acuerdo de ámbito autonómico se aplicaba sobre lo pactado estatalmente, creando la base para una evolución centrífuga del sistema que no llegó a producirse. En 2011 se produce una clara corrección a este mecanismo, y se invierte la regla: el convenio autonómico se aplicará de manera prioritaria salvo pacto contrario en el acuerdo o convenio de ámbito estatal que resulte de aplicación. Hasta ahora, era la ley la que fijaba de forma general la prevalencia del nivel autonómico sobre el estatal; a partir del RD-Ley 7/2011, y con un lenguaje bastante sibilino, la ley se remite al convenio estatal, que será el que decida sobre su destino en relación con las unidades territoriales inferiores.

				La democión del convenio autonómico se ha operado en varias fases. En un primer momento, el RD-Ley 7/2011 mantuvo en algún aspecto concreto una cierta igualdad de nivel entre el convenio estatal y el de Comunidad Autónoma en algunos aspectos. Así ocurría cuando el artículo 84.2 ET, en la redacción introducida por esta norma, preveía la prioridad aplicativa del convenio de empresa en las materias que esta misma disposición señala, dispone que esta prioridad regirá 

				salvo que un acuerdo o convenio colectivo de ámbito estatal o de Comunidad Autónoma negociado según el artículo 83.2 estableciera reglas distintas sobre estructura de la negociación colectiva o concurrencia entre convenios. 

				En este sentido, el convenio autonómico es reconocido como un instrumento válido para la ordenación de la negociación colectiva en su ámbito territorial. Posteriormente, los interlocutores sociales en el sucesivo II Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva acordaron que 

				los convenios colectivos de ámbito estatal o, en su defecto, de Comunidad Autónoma deben desarrollar las reglas de articulación y vertebración que han de regir la estructura de la negociación colectiva. 

				En este momento, el convenio autonómico sigue siendo relevante en cuanto a la ordenación de la estructura negocial, pero subordinado a la inexistencia de reglas al respecto en un convenio sectorial de aplicación al sector de que se trate. En el RD-Ley 3/2012 desaparece esta referencia al convenio autonómico como mecanismo válido para ordenar la concurrencia de los convenios de empresa, afirmando a partir de su entrada en vigor el artículo 84.2 ET que 

				la regulación de las condiciones establecidas en un convenio de empresa tendrá prioridad aplicativa respecto del convenio sectorial, estatal o de ámbito inferior […] 

				También el convenio estatal pierde esta función, es cierto. Pero si comprobamos el conjunto de la regulación vigente, en comparación con la anterior es claro que es el ámbito autonómico el que sale peor parado.

				Una atención especial merece, cuando se analizan los ganadores y perdedores de la reforma, la comisión paritaria, ese órgano cuyo protagonismo en la dinámica negocial nunca se ha logrado, al menos a los niveles pretendidos por legislador laboral e interlocutores sociales. Aquí los cambios normativos han sido de ida y vuelta, produciéndose primero una clara potenciación de este órgano, que luego se ha desandado para volver básicamente al mismo punto de salida.

				En la fase socialista de la reforma, esta comisión fue claramente potenciada, haciéndola titular de una serie de funciones vitales para la administración del convenio, de la que se convierte en verdadera protagonista. Podía hablarse entonces de ésta como una clara ganadora con los cambios. La Exposición de Motivos del RD-Ley 7/2011 explica con detalle este nuevo protagonismo:

				También pensando en el dinamismo de la negociación colectiva, el nuevo texto pretende que se utilice la comisión paritaria del convenio para una más adecuada y completa gestión del mismo, en consonancia con los objetivos generales de la reforma. 

				Se justifican por este alineamiento con los objetivos del RD-Ley sus nuevas funciones: 

				La designación de la comisión paritaria se complementa en el nuevo artículo 85 del Estatuto de los Trabajadores con la determinación de importantes funciones atribuibles a la misma, como son las de solución de discrepancias en los supuestos de modificación sustancial de condiciones de trabajo o inaplicación del régimen salarial, […] o incluso las de renegociación o adaptación del convenio a las circunstancias cambiantes que puedan aparecer durante el periodo de vigencia del convenio. Por otro lado, se refuerza la función clásica de la comisión paritaria, consistente en la aplicación e interpretación del convenio.

				Nos alejábamos cada vez más del modelo de «comisión de seguimiento» —como siguen apareciendo estos órganos en algunos de nuestros convenios—, con un papel pasivo de mero verificador de la dinámica del acuerdo, para convertirse en un verdadero sujeto activo de la gestión y aplicación del convenio, e incluso de su propia negociación. Este dato, coherente con otras medidas del RD-Ley 7/2011, fue interpretado como el anuncio del inicio de un verdadero cambio en profundidad de nuestro modelo de negociación, en la dirección de admitir una negociación continuada de los acuerdos, incluso durante su vigencia, acercando lo que es administración y negociación en línea con lo que se viene haciendo en otros sistemas de relaciones laborales. En este nuevo modelo el acuerdo firmado no es inmutable, sino que puede ser renegociado por diversas vías —descuelgues, modificación sustancial de condiciones de trabajo, interpretaciones vinculantes— todas ellas, a su vez, negociadas. Esta dinámica es contraria a la que tradicionalmente ha basado nuestro modelo, un paradigma normativista que confinaba la negociación a determinados momentos, entre la finalización de un acuerdo y la firma del siguiente, quedando el resto del tiempo sólo funciones de administración e interpretación.

				El momento popular supuso un paso atrás en esta potenciación de la Comisión Paritaria, introduciéndose una nueva redacción del artículo 85.3 ET que elimina el detallado elenco de funciones de este órgano introducido en 2011. Se vuelve a la idea anterior, la tradicional de nuestro país, de una comisión con funciones limitadas, prácticamente de mantenimiento del convenio entre rondas de negociación.

				¿Significa esto que nos distanciamos del modelo de negociación continua que en su momento se asoció con el nuevo papel asignado a partir de 2011 a estas comisiones? Todo lo contrario. Quizás la novedad más importante en lo que a negociación colectiva se refiere de todo el RD-Ley 3/2012 sea la establecida por el nuevo inciso del párrafo 1.º del artículo 86 ET. Según esta disposición, relativa a la duración de las normas pactadas, 

				durante la vigencia del convenio colectivo, los sujetos que reúnan los requisitos de legitimación previstos en los artículos 87 y 88 de esta Ley podrán negociar su revisión. 

				Se introduce, así, la posibilidad de revisar lo acordado en cualquier momento, por las mismas partes que pactaron originalmente. Se trata de una novedad trascendental, que convierte a las unidades de negociación en espacios de intercambio continuo. Si a ello añadimos que a partir de este RD-Ley la modificación de condiciones de trabajo pactadas en convenio se hace posible sólo mediante un descuelgue que supone una nueva negociación a nivel de empresa, se comprueba que esta norma se mueve en realidad en la misma dirección que la que le antecedió durante el momento socialista. Todavía estamos en una primera fase de este tránsito: el RD-Ley 3/2012 no ha llegado a extender el deber de negociar a estos supuestos de renovación ante tempus; ni tampoco se les ha exonerado del deber de paz que recoge el RD 17/1977. 

				Desde esta perspectiva puede comprenderse lo que el Gobierno popular ha dispuesto respecto de la Comisión Paritaria. No es que se desconfiara de ésta: es que con esta visión abierta de los procesos negociadores, ésta se quedaba pequeña para asumir el protagonismo negociador. 

				¿Y la representación legal de los trabajadores? La potenciación de las secciones sindicales, el otro canal de representación, ha sido interpretada por muchos en clave de preferencia por éste frente al más tradicional entre nosotros, la representación unitaria. Y es cierto que los nuevos preceptos del Estatuto establecen una clara subsidiariedad de éstas frente a aquéllas, de tal modo que son las secciones sindicales las que pueden decidir unilateralmente asumir la representación de los trabajadores en ámbitos empresariales e inferiores, y para las decisiones más relevantes desde el punto de vista de la plantilla. De nuevo encontramos aquí una medida que ha sido percibida como indicativa de un verdadero cambio de modelo en nuestras relaciones laborales, rompiendo el estatus quo actual para primar el canal sindical sobre el unitario, en la línea de lo que ocurre en la mayor parte de los sistemas europeos. 

				Ahora bien, a pesar de todo esto sería simplista e injusto concluir que la reforma debilita a la representación unitaria de los trabajadores como tal institución representativa. Aunque pueda ceder ante la sección sindical en ciertos casos, lo cierto es que en general sale potenciada de la reforma. Primero, porque la preeminencia de la sección sindical se subordina a que éstas ostenten una determinada representatividad, calculada precisamente a partir de la composición de los comités de empresa y delegados de personal en el ámbito de decisión que se trate; y segundo, porque lo que sí hacen todas las reformas del período 2010-2012 en general, es potenciar el papel de los representantes de los trabajadores.

				Una de las novedades de este proceso de cambio normativo ha sido la previsión de un mecanismo para designar interlocutores para la empresa en caso de ausencia de los sujetos representativos ordinarios, ausencia que impide la operatividad de algunos de los mecanismos de flexibilidad interna y externa hoy presentes en el Título I del Estatuto. El artículo 41.4 ET, introducido en 2010, dispone que 

				en las empresas en las que no exista representación legal de los mismos, éstos podrán optar por atribuir su representación para la negociación del acuerdo, a su elección, a una comisión de un máximo de tres miembros integrada por trabajadores de la propia empresa y elegida por éstos democráticamente o a una comisión de igual número de componentes designados, según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que pertenezca la empresa y que estuvieran legitimados para formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo de aplicación a la misma. 

				El primero de los mecanismos, el que ha sido denominado como «representación ad hoc», sigue la lógica de la representación unitaria, presentándose como una subespecie de ésta, una alternativa al comité de empresa o delegado de personal en su ausencia cuando la intervención de un interlocutor en nombre de la plantilla resulta imprescindible. El segundo mecanismo, el de representación por los sindicatos, se inclina por la lógica sindical, y resulta coherente con el tratamiento que reciben las secciones de éstos a lo largo del nuevo Estatuto. El doble canal de representación no deja de estar presente en el nuevo Derecho colectivo; si algo cambia es la promoción del canal sindical frente al unitario, sin que el modelo unitario se vea necesariamente debilitado.

				VI. ¿Un nuevo derecho de la negociación colectiva?

				Sea cual sea el interlocutor en nombre de los trabajadores, el modelo que orienta el nuevo Derecho del Trabajo en España es el de «flexibilidad negociada», señalado ya por el Gobierno socialista como objetivo antes de la crisis, y al que se ciñó durante ésta. Lo que incluye un marcado protagonismo del convenio colectivo como fuente de soluciones flexibles para la gestión de las plantillas de las empresas. Y una fase de consulta con la representación de los trabajadores en la adopción de las grandes decisiones empresariales de adaptación de éstas.

				Este modelo de flexibilidad negociada, la verdadera versión española de la «flexiguridad», ha sido el que ha basado la política laboral del Gobierno socialista durante las dos legislaturas en las que ha regido el país. Durante su primer mandato, en un contexto económico favorable, apostó por el diálogo social y por las directrices fijadas por el informe del comité de expertos para la reforma, del año 2005, que apuntaba ya hacia este paradigma. Durante el segundo mandato, durante el cual su papel fue más reactivo ante las crecientes dificultades económicas, adoptó medidas mucho más incisivas y criticadas, pero sin abandonar por completo este diseño. Un análisis reposado de las principales normas de este primer momento, los RRDD-Leyes 10/2010 y 7/2011, nos indica que éste no ha sido olvidado, sino que inspira las medidas que se establecen y el tipo de negociación que se pretende. 

				Pero es que hasta el RD-Ley 3/2012 encaja de alguna manera en este modelo, por más que haya sido interpretado como manifestación de un cambio radical de planteamientos en esta cuestión. Si analizamos los mecanismos de flexibilidad interna que viene a establecer esta norma, la primera del momento conservador de este largo período de cambios, encontramos también un reconocimiento del papel de la negociación en los distintos mecanismos de ajuste que ésta prevé. Más flexibilidad, sin duda alguna; pero no sin negociación.

				¿Cuál es la diferencia entre la versión socialista y la popular de la flexibilidad negociada? Para las leyes socialistas, y como regla general, la aplicación de las medidas de adaptación exigía una negociación con los representantes de los trabajadores, y su consenso. A falta de este acuerdo muchas de ellas no podían aplicarse. Por esto el énfasis se ponía en asegurarlo, recurriendo a mecanismos de solución de conflictos y a otros sujetos (como la comisión paritaria). Porque el objetivo era que la empresa pudiera efectivamente adaptarse a cambios y dificultades sin necesidad de ajustar empleo. El mismo objetivo se ha mantenido en la reforma popular; y también ha subsistido la fase de negociación previa en muchos casos. Pero esta vez la regla es que la decisión empresarial puede aplicarse incluso sin la aprobación de estos representantes. El énfasis se pone esta vez en las condiciones de ejercicio del poder del empleador, que no requiere ser completado por otra voluntad, ni de su plantilla ni de la administración laboral; y por el control a posteriori de éste, atribuido de forma genérica a la jurisdicción social.

				Por esto cuando se habla de equilibrios y sesgos, de ganadores y perdedores con esta reforma larga, seguramente se debería concluir que la verdadera ganadora es la negociación colectiva, que puede salir reforzada. Negociación colectiva en sentido amplio, que incluye tanto a la elaboración de convenios como al gobierno concertado del sistema y la gestión participativa de las relaciones laborales en la empresa. Que se desarrolla durante la producción y también durante la aplicación de las normas pactadas. Que es responsabilidad de todos los actores del sistema, cada uno en su nivel y con su rol. Porque ésta, la negociación, se refuerza si de verdad está en condiciones de cumplir con el papel que se le requiere en la coyuntura económica y laboral actual. 
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